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Desde que no existe la democracia directa, en donde las personas par- 
ticipan por sí mismas en el cono&niento de materias de gobierno y en la 
toma de decisiones, la representacibn polkica ha creado distintos derechos o 
formas de participacik de los ciudadanos, los que asi pasan a tener la ccm- 
dición de activos y pasivos. 

Los ciudadanos pasivos se limitan a elegir a sus representantes y a par- 
ticipar en consultas, plebiscitos y referkndum, mientras que los activos, ade. 
mk, actúan desde la Jefatura del Estado, del Gobierno, o desde cargos par. 
lamentarios, como los representantes del pueblo soberano y elector. 

En consecuencia, los derechos políticos consisten en la facultad de ele- 
gir, de ser elegidos y de participar en referéndum, plebiscitos, consultas y, 
algunos agregan, en partidos politices. La Constituci6n de 1980, en el in- 
ciso 29 de su articulo 13, dice al respecto que la calidad de ciudadano otor- 
ga los derechos de sufragio, de optar a cargos de eleccibn popular y los de- 
más que la Constitución 0 la ley confieran. 

Son estas materias, en consecuencia, las qne abordaré al hacer mi par. 
te de anAlisis de la Reforma Constitucional de 1989. 

La ciuda&& p&a. El articulo 13 de la Constihxi6n de 1980 expre- 
sa que son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de 
edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva. 

El artículo 16 contempla las causales de suspensibn del derecho de su- 
fragio, que son: IQ La interdiccibn en caso de demencia; 29 Hallarse la per- 
sona procesada por delito que merezca-pena aflictiva o por delito que la ley 
califique como conducta terrorista, y 39 Haber sido sancionado por el Tribu- 
nal Constitucional en conformidad al articulo 89 de esta Constitucibn, rece- 
perando el ejercicio de este derecho al kkmino de diez años, contado desde 
la declarac& del Tribunal. 

La Reforma Constitucional, como consecuencia de la derogación del ar- 
título 8Q y su reemplazo por los incisos 09, 79 y 8” del No 15 de su articulo 
19, ha reemplazado la referencia hecha al artkulo 8Q por otra becha al inci- 
so 79 del NQ 15 del artículo 19, pero tambikn ha procedido a rebajar los 
efectos de la sanción de 10 a 5 años, haciendo así más breve ia suspensión 
del derecho de sufragio. 

Por titimo, en esta materia, la Reforma ha precisado que la ley no pue- 
de agregar otros efectos a esta suspensión, dejando sí en claro que son vá- 
lidas y legítimas las sanciones establecidas en el inciso 79 del N9 15 del ar- 
ticulo 19, que consisten en: a) no poder participar en la formación de par- 
tidos politices, movimientos II otras formas de organización política; b) no 
poder optar a cargos públicos de elección popular, y c) no poder desempe- 
ñar los cargos mencionados en los NM. 1 a 13 del artículo 54, que son los de: 
ministros de Estado, intendentes, gobernadores, alcaldes, miembros de CO- 
REDES y CODECOS, miembros de los tribunales superiores de Justicia, jue- 
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ces de letras y foncionarios que ejerzan el ministerio 
Tribunal Constifucional, del Tribunal Calificador de 

pGbtic0; miembros del 
E ecc~ones y de los tn- 

bunales electorales regionales; y Contralor General de la República. Si estu- 
viere en posesibn de alguno de estos cargos o funciones, de elecci6n popu- 
lar o no, los pierde de pleno derecho. 

Obviamente que, como los artículos 44 y 46 exigen para ser elegido 
diputado o senador ser “ciudadano con derecho a sufragio”, la suspensión 
de este derecho implica imposibilidad de optar a estos cargos. Del mismo 
modo, corno el artículo 25 exige para ser elegido Presidente de la República 
poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a su- 
fragio, tampoco podría optar a este cargo. Todo lo cual lo digo a mayor 
abundamiento, ya que el propio inciso 7’0 del NP 15 del artículo 19 ha pre- 
cisado que una de las consecuencias de la sanción por el Tribual Consätu- 
cional consiste en no poder optar a cargos públicos de elección popular. 

En resumen, desde el punto de vista del derecho de sufragio, el san- 
cionado por el Tribunal Constitucional queda suspendido de su ejercicio por 
5 años y no por 10 como antes, pero no puede el legislador agregar otra 
consecuencia a esta suspensibn. 

El ciudadano que tiene suspendido su derecho de sufragio no puede ele- 
gir, no puede formar partidos politices ni puede votar en plebiscitos, du- 
rante los cinco años que dure su sanción. 

Esta situación, como hemos visto, es más benigna que la existente an- 
tes de la Reforma, de modo que corresponde decir que ésta ha venido a am- 
pliar los derechos políticos de ciertas personas 

Relacionado con la facultad de elegir debo referirme al reemplazo de 
los diputados y senadores que han cesado en su cargo, sobre los cuales la 
Conskitoci6n de 1980 prevenia que correspondería su designacibn a la pro- 
pia Cámara a que pertenecieran. La Reforma contempla que estas vacantes 
se provean con el ciudadano que, habiendo integrado la lista electoral del 
parlamentario que cesó en el cargo, hubiera resultado elegido si a esa lista 
hubiere correspondido otro cargo. S610 si no fuere aplicable esta regla y fal- 
taren más de dos años para el término del período del que hubiera cesado 

en el cargo, la vacante será proveída por ‘la Cámara que corresponda, por 
mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, de entre los incluidos en una 
tema propuesta por el partido a que perteneciere quien hubiere motivado 
la vacante. 

En caso de vacancia del cargo de Presidente de la República, su sucesor 
sería designado por el Senado de acuerdo a la Constitución de 1980. Con 
la Reforma eso proceder8 ~610 si faltaren menos de dos años para la próxi- 
ma elección general de parlamentarios y será el Congreso Pleno -no ~610 
el Senado- quien la hará. Faltando dos o más años para la próxima elección 
general, se efectuará una elecciún extraordinaria. 

En ambos casos vemos que la Reforma otorga mk derecho a la ciuda- 
dania para reemplazar a sus representantes que a otros órganos en forma 
indirecta. 

PLEBISCITOS LOCALES 

La reforma, en materia de ciudadanía pasiva, ha creado un nuevo de- 
recho. Al inciso 39 del artículo 107 de la Constitución se le agrega una ora- 
ción final con la cual el inciso queda así: “Una ley orgknica constitucional 
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determinará las atribuciones de las municipalidades y los plazos de duración 
en el cargo de los alcaldes. Dicha ley señalará, además, las materias de ad- 
ministración local, propias de la competencia de las municipalidades, que el 
alcalde pxld someter a plebiscito de las personas inscritas en los registros 
electorales con domicilio en las respectivas comunas o agrupación de comu- 
nas, así n>mo las oportunidades, forma de la convocatoria y sus efectos”. 

No hay explicaciones ni historia en esta innovacibn de plebiscitos CO- 
mudes. 

5610 resulta indudable que se desea introducir una nueva expresión de 
sistema semidirecto de gobierno, aunque claramente sin significación polí- 
tica Cobra así, con ello, más sentido la antigua frase del articulo 5* de la 
Constitucibn sobre la soberanía, cuando refirikdose a su ejercicio de& que 
se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas. 
Como el plebiscito, hasta ahora, estaba limitado ~610 a dirimir opiniones so- 
bre reformas constitucionales entre el Presidente y el Congreso Nacional, po- 
bre realidad tenía esta forma de ejercicio de la soberania. Ahora creo que 
se enriquece. 

No es muy elocuente el constituyente en cuanto a estos nuevos plebis- 
citos. Las materias sobre que verse. sus oporhmidades, su forma de cunvo- 
catoria y sus efectos, quedan librados a la Ley Orgánica Constitucional sobre 
Municipalidades. 

Queda en claro que será facultad de los alcaldes convocar a estos ple- 
biscitos, lo que no obsta, en mi parecer, para que un grupo de ciudadanos 
u otros órganos le soliciten que así lo haga. S610 podrán consultarse mate- 
rias de administración local que estén dentro de la competencia de las mu- 
nicipalidades, lo que deja al margen temas de carácter nacional y no admi- 
nkkrativos. Sb10 podrán participar personas inscritas en los registros electo- 
rales, entre los que se incluyen no ~610 los ciudadanos sino también los ex- 
tranjeros que cumplan con el artículo 14 de la Constitución, pero limita el 
derecho ~610 a quienes tengan domicilio en la comuna o agrupa&” de co- 
munas donde el alcalde convoque a plebiscito. Esta restricción trae consigo 
un problema práctico, pues actualmente hay registros en que no se diferen- 
cia a domioiliados de no domiciliados en una comuna, lo que, interpretado 
literalmente, debería significar que para realizar estos plebiscitos comunales 
sería necesario abrir registros electorales especiales. Nada aconseja llegar 3 
esta situacihn que se prestaría a confusibn y que sería una dificultad para 
su realización. 

Al aludir a los registros electorales la reforma constitucional está exigien- 
do, sin dudas, la participacibn del Servicio Electoral de la República y del 
Tribunal Calificador de Elecciones, pues el artículo S4 de la Constitución le 
da competencia para conocer de los plebiscitos. 

Por ser una materia tan nueva, creo wmveniente que los efectos de es- 
tos plebiscitos sean m6.s bien informativos que vinculantes, o bien, como lo 
sugirió la Comisión de Estudio de Leyes Orgánicas Constitucionales, que en 
cada caso se fijen los efectos al convocar a un plebiscito. 

La dudmlanía actka. Hemos denominado asi al derecho de ser elegido 
representante del pueblo. 

En la Reforma hay varias innovaciones que se vinculan con el tema. 
Ya hemos visto, por ejemplo. que como consecuencia del camb;o del ar. 

título S’J por incisos del Ne 15 del articulo 19, que Heva a variar el artículo 
109 sobre causales de suspensi6n del derecho de sufragio, se rebajó de 10 
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a 5 años la prohibición de ser elegido para un cargo de elección popular a 
los sancionados por el Tribunal Constitucional. 

Agreguemos ahora que, mediante la modificación de los ardculos 44 y 
46, se exi@ a los candidatos a diputados y a senadores tener residencia en 
la región a que pertenezca el distrito dectorrd, o en la regi61-1 misma, según 
el caso, durante un plazo no inferior a dos años, contado hacia atrás desde 
el dfa de la elección, en lugar de tres años. 

Mirando desde el punto de vista de los elegibles, la Reforma, al crear 
las circunscripciones senatoriales, con lo cual las trece regiones originales se 
transforman en diecinueve circunscripciones, eligiendo siempre dos senadores 
cada una, ha aumentado el número de senadores elegibles desde 26 a 38. 

Por lo que se refiere a inhabilidades para ser candidatos a diputados y 
a senadores, la Reforma rebaja el plazo de ellas de dos a un año de ante& 
ridad a la elección. El artículo 54 señala que no pueden ser candidatos a dipu- 
tados ni a senadores: 

1) Los Ministro de Estado; 
2) Los intendentes, los gobernadores, los alcaldes y los miembros de 

los consejos regionales y comunales; 
3) Los miembros del Consejo del Banco Central; 
4) Los magistrados de los tribunales superiores de justicia, los jueces 

de letras y los funcionarios que ejerzan el ministerio pública; 
5) Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador 

de Elecciones y de los tribunales electorales regionales; 
6) El Conímlor General de la República. 
La modificación significa que 9510 quienes ejercieron estos cargos en el 

año anterior a la elección quedan inhabilitados, y no en los dos años ante- 
riores. 

El mismo articulo establecía que tampoco pueden ser candidatos: 
7) Las personas que desempeñen un cargo directivo de naturaleza 

gremial 0 vecinal, y 
8) Las personas naturales y los gerentes o administradores de perso- 

nas jurídicas que celebren o caucionen contratos con el Estado; exigiendo 
también que estas actividades no hubieren sido realizadas en los dos años 

anteriores. La Reforma elimina este plazo y señala simplemente que no po- 
dritn reunir esas condiciones al momento de inscribir so candidatura. 

PAluxIPACIóN Y ACTwm*D DE PAwrmos PoLÍTIcus 

No hay en la Constitución una garantía específica sobre el derecho y 
la libertad de las personas a formar o participar en un partido politicu. Se 
ha juzgado suficiente la garantía gerkrica sobre asociacibn, bajo cuyo am- 

paro el constituyente trata de los partidas. 
He dicho antes que una consecuencia de la sanción por el Tribunal 

Constitucional a los infractores del articulo 89, hoy al 19 NQ 15 incisos 89 y 
79, es la prohibicibn de participar en la formaci6n de otros partidos politices, 
movimientos u otras formas de organizacibn política, durante 5 años. Ante- 
riormente la sanción consistía en no poder ser dirigente de organizaciones 
políticas por el t&mino de 10 años. 

Hay, pues, diferencias en las sanciones. El articulo SQ prohibia ser diri- 
gente de ~11 partido pdlítko mientras durase la sanci6n del Tribunal, pero 
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no prohibí participar en la formaci6n de otro o militar en Ql. S610 el dere- 
cho de sufragio y el de ser elegido estaban suspendidos por 10 a%s. Hoy 
la sancibn se establece respecto de la formación de un nuevo partido, pero 
no respecto de su militancia ni dirigencia, durante 5 años. 

La prohibición de ser dirigente de una organización politica la ha an- 
servado la Reforma respecto de los responsables de delitos c&ficados de 
terrorismo, por el lapso de 15 años. 

En cuanto a los partidos políticos, en general, la Reforma ha reempia- 
zado la exigencia de que sus registros sean públicos por la obligación de que 
la nómina de sus militantes se registre en el servicio electoral del Estado, el 
que guardará reserva de la misma, la cual será accesible a los militantes del 
respectivo partido. 

Salta a la vista el carácter más reservado que da la Reforma a la mili- 
tancia en un partido, eliminando la publicidad de sus regiskos. Se ha dicho 
que hay personas, sobre todo funciontios públicos, que temlan la revela- 
ción de su condici6n de militante, por lo que se abstenian de ingresar a un 
partido. Por eso el legislador habría eliminado esa publicidad. 

Hay también, en relación a la militancia o dirigencia de un partido y al 
ejercicio de actividades sindicales, cambios en la Constitución. Hasta ahora 
las organizaciones sindicales y sus dirigentes no podian intervenir en aciivi- 
dades politice partidistas; se ha eliminado la prohibición a ios dirigentes. Asi- 
mismo, hasta ahora el cargo de dirigente gremial era incompatible con la mi- 
litancia en un partido politice; desde ahora esa incompatibilidad se mantiene 
~610 respecto de los cargos directivos superiores de las organizaciones gre- 
miales con los cargos directivos superiores, nacionales y regionales, de los 

partidos politices. 
Pluraüsnu, restringido. Uno de los temas más discutidos en la Constitu- 

ción de 1980 era el contenido del artículo 8Q y uno de los blancos preferidos 
de la oposición a esa Constituciún era este artículo, cuya derogacibn se so- 
licitaba 

Sus detractores afirmaban que el artículo persegula y condenaba las 
ideas, además, que contenia un efecto retroactivo. 

Sus defensores sostenían que lo sancionado no era la idea, sino su pro- 
pagación, lo que constituía de por si un acto. Respecto de su carácter de 
retroactivo, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional la habia rechazado 
y, además, la Ley NQ 18.862, de 29 de octubre de 1987, que trató de los 
efectos de las sentencias dictadas por el Tribunal por infracción del ardculo 
89, al señalar un plazo de prescripcibn de cinco años, habia terminado con 
la retroactividad, pues ~610 serian sancionables hechos ocurridos despu& de 
la vigencia de la Constitución. 

Este artículo 89 fue invocado varias veces y hubo diversos requerimien- 
tos al Tribunal. Sin embargo, 40 el 31 de enero de 1985 se acogió uno en 
contra del partido comunista, del movimiento de izquierda revoludomuia 
(MIR), del movimiento democl-ático popular (MDP) y del partido socialista 
(fracc& Almeyda) y ~610 en contra del señor C!+xlomiro Almeyda fue aco- 
gido en su condición personal. 

Los efectos de las sentencias no fueron fructíferos, pues los propios mo- 
vimientos, grupos o partidos siguieron actuando con su propio nombre o con 
uno ajeno, faltando sanciones a quienes transgredieron la sentencia del Tri- 
bunal, lo que motivó la Ley NQ 18.662, que en los hechos nunca fue aplicada. 
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El articulo S’J es derogado por la Reforma Constitucional de 1989, pero 
su raz6n de ser ha sido recogida, con otras expresiones, por los incisos 130, 79 
y 80 del NP 15 del artículo 19. El mérito de esta Reforma es haber obtenido 
la cuasi unanimidad de los partidos políticos y la inmensa mayoria de la ciu- 
dadanía en el plebiscito para consagrar en la Constitwi6n que el pluralismo 
político no es absoluto. 

No puedo afirmar que todos, Gobierno y oposición, hayan co&i&do en 
el porquB y en el cómo de legislar sobre la materia. Unos se contentaban 
con derogar el artículo 89, lo que era de por sí un triunfo; otros querían & 
jetivar las conductas punibles, eliminando toda duda de que 1a.s ideas o dw 
trinas eran perseguidas; otros, por último, se contentaban n>n que existiera 
una norma restrictiva. 

Las intenciones de sus autores o inspiradores pueden ser muy ilustrati- 
vas de una ley, pero una vez dictada ésta, adquiere una vida propia que a 
veces escapa y va más allá o m&s acá de esas intenciones. En la naturaleza 
pasa otro tanto. Por muy dadores de la vida de nuestros hijos que seamos, 
éstos tienen una individualidad y una personalidad propias, que manejan con 
independencia de sus padres. 

La nueva normativa constitucional comienza por garantizar el pluralis- 
mo político, lo que es novedad en la nbmina de derechos de las personas. 
Podemos entender esta garantía orno una prohibición de establecer un sis- 
tema de partido único y como un derecho y libertad para crear partidos pe 
líticos. 

En seguida, sin decirlo expresamente, pero deducible de su texto, la Cws- 
titucibn limita o restringe el pluralismo, que deja de ser, entonces, absoluto 
o ilimitado. La Constitucibn declara inconstitucionales ciertos partidos, movi- 
mientos u otras formas de organización. En ello reproduce la misma expre- 
sión que usaba el articulo 89. de modo que hav continuidad útil para su in- 
terpretación y aplicación. En cuanto al sujeto, ia Reforma se refiere a “par- 
tidos, movimientos u otras formas de organizacibn” y el articulo 89 se refería 
a “organizaciones y movimientos 0 partidos políticos”, en lo cual vemos tam- 
bién identidad. 

Las conductas punibles tienen distintas descripciones: hoy los “objeti- 
vos, actos o conductas”; ayer “sus fines o la actividad de sus adherentes”. 

Los bienes protegidos son hoy “los principios b&icos del r&imen de- 
mocrático y constitucional” y lo condenable “el establecimiento de un siste- 
ma totalitario”, “el uso de la violencia, su propugnación o incitacibn a ella 
como método de accibn politica”. Ayer lo condenable era “propagar doctri- 
nas que atenten contra la familia, propugnen Pa violencia 0 una concepción 
de la sociedad, del Estado o del orden jurídico, de carácter totalitario o fun- 
dada en la lucha de clases”. 

En ambas redacciones el totalitarismo y la violencia están condenados. 
Es cierto que hoy no hay referencia a la lucha de clases, pero no es menos 
cierto que ella involucra el uso de la violencia como mktodo de acción polltica. 

Los principios bzkicos del r.+imen democrático constitucional no están 
definidos, y sabemos que el concepto “democracia” da para rmmho; no en 
balde los totalitarismos marxistas se autodenominan democráticos para cubrir- 
se cen piel de oveja. Pero al unirse este concepto con el de “constitucional”, 
obliga a interpretarlo bajfi esta Constitución, cuyo Capítulo I “Bases de la 
Institucionalidad” es suficientemente rico, profundo y claro como para evitar 
confuusiones. 
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La ausencia de referencia a la familia no constituye un problema, por- 
que ésta se encuentra suficientemente protegida en el citado Capitulo 1, 
constituyendo el núcleo fundamental de la sociedad. 

Una gran diferencia entre el artículo 8Q y el nuevo NQ 15 del artículo 19 
es que aqu61 sancionaba actos de las personas, en tanto que éste se refiere 
a los partidos, movimientos u otras formas de organizaci6n. S610 son sancio- 
nables las personas en cuanto hubieren tenido participación en los he&s 
que motiven la declaración de inconstitucionalidad, pero no por conductas 
puramente individuales. 

Anteriormente se atendía a una intencionalidad más subjetiva, pues era 
sancionable “todo acto. destinado a propagar doctrinas. .“. Hoy se exige 
un “objetivo, acto o conducta” que deja de lado esa subjetividad que por el 
ánimo y por la condición de propagación de doctrinas dio pábulo para acu- 
sar a la norma de persecutoria de ideas. Si bien sus autores, redactores o ins- 
piradores negaron siempre esa intencibn, lo cierto es que la nueva redaccibn 
impide esa sospecha, lo que hace mas cierta, concreta y especifica la con- 
ducta reprochable. 

En ambos casos será el Tribunal Constitucional el órgano competente 
para conocer de las causas que se incoen y para resolverlas. 

Ya he señalado que la sanción para los partidos, movimientos u orga- 
nizaciones es la declaración de inconstitucional. Eso significa la desaparici6n 
de la entidad y la prohibicibn de seguir actuando en la vida polltica y ju+ 
dica del pak Los efectos que se hablan previsto en la Ley N* 18.802 para 
las sentencias dictadas en virtud del artículo 8Q deben ser los mismos que 
para la nueva norma, ya que la declaración de inconstitucionalidad es idéntica. 

Respecto de las personas, aclarado como está que s610 son sancionables 
en cuanto participes en los hechos que motiven la declaración de inconstitu- 
cionalidad, hay diferencias. Ahora ~610 hay prohibiciones para ejercer cargos 
públicos o participar en la formación de nuevos partidos o movimientos. An- 
tes las prohibiciones se extendían a cargos o funciones públicas, de eleccibn 
popular o no; a ciertos cargos en establecimientos de educación o enseñanza, 
en medios de comunicación social, en la dirigen& política, vecinal, gremial 
o sindical. Todo ello ahora por sólo 5 años y antes por 10 años. 

En casos de reincidencia, la sanci6n se eleva al doble, siempre, y no hay 
posibilidad de ser beneficiadas con rehabilitación de la ciudadanía por el Se- 
nad:, durante el plazo de la sanción. 

Como lo egresara en un comienzo, las sanciones a las personas, de 
acuerdo a la Reforma, son las siguientes, por 5 años: 

a) No podrán participar en la formación de otros partidos pol&i~s, 
movimientos u otras formas de organización política; 

b) No podrán optar a cargos de elección popular; 
c) No podran desempeñar los cargos que se mencionan en los núme- 

ros 1) a 6) del articulo ,5t (ver página NQ. .). 

Las personas que estuvieren en posesión de las funciones o cargos indi- 
cados, al momento de ser sancionados, los perderán de pleno derecho. 

El cambio del articulo 8Q por incisos del artículo 19 NQ 15 implica, ade- 
m6.s de lo dicho sobre su contenido, un cambio de ubicación de la materia 
en la Constitución. Significa sacarla del Capítulo 1 “Bases de la liwtituciona- 
lidad” e insertarla entre “Los Derechos y Deberes Constitucionales”. 
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Al eliminarla como una base de la institucionalidad, por derogación del 
artic& 89, sin duda que desciende su rango desde el punto de vista de IS 
organización nacional, de la estructura politica y jurídica, del orden del Es- 
tado. Por otro lado, es obvio, se refuerza desde el punto de vista de la per- 
sona, que ve aumentadas sus garantias individuales y sociales. Podrian ha- 
berse logrado ambas cosas, sin problemas, lo que no se hizo. 

Al dejar esta materia de ser una base de la institucionalidad, ha perdi- 
do el Consejo de Seguridad Nacional la posibilidad clara de hacer presente 
al Presidente de la República, al Congreso Naciond o al Tribunal Constitu- 
cional su opinión frente a algún hecho, acto o materia, que a su juicio aten- 
te gravemente en su contra, pues su facultad abarca materias relacionadas 
con las bases de la institucionalidad o la seguridad nacional. Para hacerlo de- 
bería recurrirse a alguna argumentación menos clara, que configurara de al- 
guna manera un atentado o compromiso de estos valores. 

Al incorporarse como garantia constitucional, centrando el tema asi más 
en el derecho de las personas que en el cuidado del Estado y de su inatitu- 
cionalidad, se está permitiendo que los afectados con alguna privación, per- 
turbación o amenaza en su legítimo ejercicio, puedan interponer en su be- 
neficio el recurso de protección a que se refiere el articulo 20 de la Cons- 
titución. 

Al concluir este trabajo puedo afirmar que, en materia de derechos po- 
liticos, esta Reforma ha disminuido sanciones que implicaban suspensibn del 
derecho de sufragio, ha levantado incompatibilidades entre fundones partidis- 
tas y sindicales, ha disminuido exigencias para ser candidatos a diputado y 
senador y ha dado mayor participación a los ciudadanos en Ia designaci6n de 
reemplazantes de sus representantes politicón Ha dado una nueva forma de 
participación a través de plebiscitos comunales y ha puesto término a una 
objeción reiterada sobre libertad política, al derogar el ardculo 89, que era 
una de las bases de la institucionalidad. 

No obstante, al aprobarse una nueva norma que ha sido fruto de un 
consenso, ratificado por la inmensa mayorfa de los votantes en el plebiscito, 
ha reconocido la necesidad de limitar el pluralismo político cuando no se 
respeten los principios básicos del rkgimen democrkico y constitucional, se 
propicie un totalitarismo o el uso de la violencia, con ,Io cual, si bien esta de- 
fensa BS más d6bil que la anterior, es más fuerte por tener el consentimiento 
claro de los gobernados. 

El ciudadano ha visto, con esta Reforma, eliminadas ciertas trabas o li- 
mitaciones al ejercicio de sus derechos como tal, tanto pasiva como activa- 
mente, y aumentada su capacidad de participac&. 

Los derechos politin>s se han fortalecido, pero al mismo tiempo el de- 
recho de las instituciones también ha sentido el mismo efecto, por la forma 
en que se gestó y aproM esta Reforma. 


